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			Introducción. El problema de la corrupción política en el financiamiento de partidos

			Dinero, corrupción política y partidos

			Una primera interrogante que se debe atender, como preámbulo a este trabajo, es si la política electoral es susceptible de analizarse desde el enfoque de la política pública, es decir, ¿se presentan problemas públicos en materia electoral? ¿Se diseñan y consensan programas de política pública para resolver situaciones que son socialmente indeseables y percibidas así por un grupo amplio de ciudadanos? Evidentemente, este texto se inscribe en la convicción de que, efectivamente, el ámbito electoral (o, mejor dicho, la política electoral) no es un campo ajeno al estudio de las políticas públicas.

			Al respecto, dos argumentos son útiles: el primero esgrime que, gracias a la discusión de las políticas públicas, cada vez más los ciudadanos se vinculan o ejercen su influencia con y a través de los partidos políticos. En la difusión, defensa, crítica y razonamiento que hacen tanto partidos como ciudadanos sobre las distintas ofertas de política pública; en el apoyo o rechazo a tal o cual plataforma o programa partidista; y, finalmente, en la emisión del voto del elector en torno a tal o cual partido político, está presente el vínculo entre política pública y elecciones (Méndez, 2010: 380). Si bien bajo este argumento no hay una relación clara entre política electoral y política pública —como sí la hay en la política de seguridad, la política industrial o la política ambiental—, lo cierto es que el vínculo entre éstas “constituye en la práctica parte consustancial de cualquier democracia moderna” (Méndez, 2010: 380). Y el segundo argumento —también provisto por Méndez (2010)— brinda mayor contundencia al lazo entre elecciones y políticas públicas. Méndez sostiene que probablemente la literatura académica no haya puesto tanta atención a dicho vínculo, debido a que “en las democracias occidentales —donde nace el enfoque de políticas públicas— las elecciones libres, competitivas y transparentes hace tiempo que están consolidadas. Su proceso organizativo y validez no son, en general, cuestionados […]. No es un campo en el que suelan ‘surgir’ problemas que requieran urgente ‘solución’, para hacer alusión a otra de las características de las políticas públicas” (Méndez, 2010: 381). 

			Para Méndez, tal condición es distinta en América Latina, región cuya política electoral ha estado en el centro del proceso de transición democrática. En nuestros países, las elecciones libres, competitivas y transparentes no han sido una condición dada por definición, ni un convencionalismo para construir sociedades democráticas y socialmente armónicas; el piso parejo para la competencia electoral no ha sido establecido por default. Más bien, el objetivo de la lucha por el poder y de la disputa entre partidos políticos ha sido alcanzar condiciones de equidad para la contienda.[1] En este sentido, en la política electoral han aparecido y aparecen problemas públicos, y el proceso para resolverlos se inscribe en el enfoque de políticas públicas (Méndez, 2010). 

			Dicho lo anterior, este trabajo busca contribuir al análisis de un problema público que emerge en torno a los partidos políticos y que se relaciona particularmente con su financiamiento. Se trata de la financiación ilegal de los partidos políticos, la cual constituye una modalidad de corrupción política.[2] Como se verá más adelante, la financiación de los partidos políticos y sus candidatos es, sin duda, un asunto polémico en el que difícilmente se alcanzan consensos. Para unos, los ciudadanos, por ejemplo, es reprobable que el Estado los provea de recursos procedentes de los impuestos, ya sea para su funcionamiento ordinario, o para sus tareas electorales. Para otros, los académicos, por ejemplo, es alarmante que el dinero de los partidos políticos no sea lo suficientemente transparente como para saber en qué se utiliza y a qué intereses responde. Otros más, los dirigentes, por ejemplo, perciben que solicitar a los partidos políticos que rindan cuentas de sus recursos es una franca y violatoria intromisión a la libertad de asociación. 

			Pero más allá de las controversias, el hecho es que los partidos políticos y sus candidatos necesitan recursos para ganar elecciones y para su vida diaria. Estos recursos, que pueden provenir de financiamiento público o privado, muchas veces no les son suficientes para hacer llegar su mensaje en una sociedad crecientemente mediatizada, apática a la cosa pública, saturada de insumos mercadológicos tradicionales, y más crítica de cara a la oferta partidista. Tal financiamiento se requiere para que los partidos contiendan en condiciones de equidad por el acceso al poder y, en muchas ocasiones, gana quien de manera perseverante, repetitiva y asertiva se acerca a los ciudadanos —lo cual es costoso—. Aunado a ello, la movilización de electores[3] durante la jornada comicial es también una práctica cada vez más común y tecnificada (Chacón, 2011). 

			Así las cosas, la dinámica electoral es altamente innovadora, no sólo en cuanto a su aspecto publicitario, sino también en el que respecta a la movilización de electores, lo que la hace cada vez más dispendiosa[4] (Córdova y Murayama, 2007). En suma, los partidos requieren recursos financieros para competir por el acceso al poder, lo cual los vuelve proclives a buscar y obtener fondos extralegales, irregulares o de dudoso origen, lo que condicionaría y subordinaría sus decisiones a los intereses particulares de quienes les brindaron esos recursos durante la campaña, una vez llegados al cargo público. 

			Lo anterior trastoca las tres formas básicas de la legitimidad política, como bien lo señala la Organización de los Estados Americanos (OEA) en su último informe: 1) la legitimidad de origen se daña debido a que ya no es una mayoría la que elige, sino quienes concentran y distribuyen el dinero; 2) la legitimidad de ejercicio se deteriora porque las decisiones que se toman ya no son en función del interés general, sino de quienes concentran el poder; 3) la legitimidad de finalidad resulta mermada porque no es la ampliación de los derechos ciudadanos lo que mueve a la élite gobernante, sino la ampliación, concentración y salvaguarda del poder y sus privilegios (OEA, 2011). 

			Desde la perspectiva de este trabajo, para atender el problema de la financiación ilegal de los partidos políticos y sus candidatos, una tarea fundamental es analizar y mejorar las condiciones institucionales que permiten o abren espacios para que ello ocurra. Aquí se propone, como una posible solución a ese problema —aunque no lo resuelve de manera suficiente—, el fortalecimiento de los mecanismos de rendición de cuentas y anticorrupción en las leyes electorales.

			Esta introducción tiene los propósitos de determinar la hipótesis y exponer las preguntas a resolver, el análisis del problema y la estrategia metodológica, para culminar estableciendo los objetivos de la investigación.

			Los linderos del problema público

			Sin duda alguna, la relación entre el dinero y la política es determinante para la calidad y la estabilidad del régimen democrático. Como lo señala Giovanni Sartori: “más que ningún otro factor [...] es la competencia entre partidos con recursos equilibrados (políticos, humanos, económicos) lo que genera democracia” (Sartori, 1992: 197, citado por Griner y Zovatto, 2004: 297). En la misma sintonía se inscribe el informe de la OEA: “la cuestión del dinero en el poder toca a la sustentabilidad de la democracia y deviene uno de los temas centrales para nuestra región. Sin embargo, la dimensión del tema no se corresponde con el espacio que ocupa en el debate público y en la agenda política” (OEA, 2011: 27). El financiamiento de la política es un tema toral de la democracia: cada vez más, la relación entre dinero y política afecta el desempeño de la democracia. Es tan importante que Maurice Duverger llegó a señalar que la democracia no está amenazada por el régimen de partidos, sino por el financiamiento que éstos reciben (citado por Griner y Zovatto, 2004).

			Por ello, frente al reto de brindar igualdad de oportunidades para la competencia política, las democracias modernas optaron por crear sistemas de financiamiento público para los partidos políticos, en tanto que éstos prestan un servicio esencial para la democracia: “seleccionar, reclutar y capacitar candidatos para que ejerzan cargos públicos, movilizar a los electores, participar y luego ganar o perder las elecciones, así como conformar los gabinetes de gobierno y oposición” (Griner y Zovatto, 2004: 298). Visto así, el financiamiento público se vuelve un factor que coadyuva a la generación de elecciones libres, justas y competitivas: genera equidad en la contienda, puesto que permite que, pese a las desigualdades de origen, todos los partidos cuenten con recursos suficientes para llevar a cabo sus campañas; de la misma manera, coadyuva a mantener —aunque no del todo— la autonomía de los partidos (Murayama, 2007), ya que los previene de la irrupción de intereses ajenos a ellos, los cuales cobran forma de dinero ilícito la mayoría de las veces. Aún más, esta creciente tendencia mundial de otorgar financiamiento público a partidos es justificada por la necesidad de a) llevar su mensaje a una sociedad que crece paulatinamente, la cual no es sólo más numerosa, sino que está más expuesta a los avances tecnológicos de las telecomunicaciones (particularmente la televisión), y b) a movilizar a un gran número de electores el día de los comicios (Griner y Zovatto, 2004; Chacón, 2011). 

			Como se observa en el cuadro 1, México no es ajeno a la tendencia de asignar financiamiento público al sistema de partidos. Efectivamente, el nuestro es uno de los países que más subsidios estatales destina no sólo a los partidos políticos, sino a todo el sistema electoral, lo que lo vuelve uno de los más costosos del mundo, según el estudio Costos del registro y las elecciones[5] (CORE) realizado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Fundación Internacional para los Sistemas Electorales (IFES, por sus siglas en inglés). Y es que en México se erogan poco más de veinte mil millones de pesos al año para mantener el sistema electoral, el cual no sólo contempla el financiamiento público federal y local de los partidos políticos, sino también el de los órganos electorales, el del Registro Federal de Electores, el de los tribunales electorales, el de las fiscalías para los delitos electorales, así como el presupuesto destinado a los gastos propios de las actividades proselitistas de los partidos. De hecho, de los casi veinte mil millones de pesos anuales que cuesta nuestro sistema electoral, sólo poco más de 4800 millones de pesos corresponden al financiamiento público federal y local de los partidos políticos (anexo 1). El resto, como ya se dijo, corresponde a otros rubros, siendo la emisión de la credencial para votar con fotografía el concepto más oneroso de nuestra democracia (Mena, 2010). Todo lo anterior ha valido para que nuestro sistema electoral obtenga el mote de “el modelo mexicano”[6] de financiamiento público.

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 1. Subsidios estatales directos por año y votante registrados en veinticinco democracias (ca. 1990)

						
					

					
							
							País

						
							
							US$

						
							
							Años

						
					

					
							
							Austria

						
							
							16.5

						
							
							1995-1998

						
					

					
							
							Francia

						
							
							14.9

						
							
							1995-1996

						
					

					
							
							Suecia

						
							
							12.1

						
							
							1999

						
					

					
							
							Israel

						
							
							11.2

						
							
							1996-1998

						
					

					
							
							México

						
							
							3.3

						
							
							1997-1999

						
					

					
							
							República Dominicana

						
							
							3.2

						
							
							2000

						
					

					
							
							Japón

						
							
							2.8

						
							
							1995-1999

						
					

					
							
							Alemania

						
							
							2.0

						
							
							1995-1998

						
					

					
							
							Australia

						
							
							1.9

						
							
							1996-1998

						
					

					
							
							Panamá

						
							
							1.8

						
							
							1999-2004

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							1.7

						
							
							1999-2004

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							1.6

						
							
							2002-2006

						
					

					
							
							España

						
							
							1.6

						
							
							1998-2000

						
					

					
							
							Italia

						
							
							1.4

						
							
							1999-2001

						
					

					
							
							Nicaragua

						
							
							1.2

						
							
							2001-2006

						
					

					
							
							Portugal

						
							
							1.0

						
							
							1995-1996

						
					

					
							
							Bolivia

						
							
							0.6

						
							
							1997-2002

						
					

					
							
							El Salvador

						
							
							0.5

						
							
							1999-2004

						
					

					
							
							Holanda

						
							
							0.4

						
							
							1999

						
					

					
							
							Honduras

						
							
							0.2

						
							
							2001-2005

						
					

					
							
							Estados Unidos

						
							
							0.2

						
							
							1992-1996

						
					

					
							
							Canadá

						
							
							0.2

						
							
							1993-1997

						
					

					
							
							Dinamarca

						
							
							0.2

						
							
							1988-1990

						
					

					
							
							Ecuador

						
							
							0.2

						
							
							1995-1997

						
					

					
							
							Guatemala

						
							
							0.02

						
							
							1999-2003

						
					

					
							
							Fuente: Casas y Zovatto (2011: 36-37).

						
							
							 

						
							
							 

						
					

				
			

			
			Paradójicamente, gran parte de las críticas hacia los partidos hoy en día cuestionan que el Estado les brinde recursos públicos, tanto para su operación ordinaria, como para sus actividades proselitistas. De acuerdo con una encuesta realizada por Ipsos-Bimsa en 2003, el 77% de la población concordaba en una reforma electoral que redujera el dinero destinado a partidos políticos (CESOP, 2004). 

			En otra encuesta publicada por El Universal en 2005, el 80% de los ciudadanos mexicanos consideraban excesivo el gasto de los partidos políticos en campañas electorales.[7] Más recientemente, a finales de 2010, cuando el Consejo General del Instituto Federal Electoral asignó el financiamiento público de los partidos políticos para 2011, diversos representantes de la opinión pública hicieron un fuerte llamado de atención ante su excesivo monto, el cual ascendió a poco más de 3200 millones de pesos.[8] Se criticaba entonces que los partidos gastarían en su conjunto poco más de 46 pesos por elector para ese año, cantidad que resulta de dividir dicho monto entre el número de electores inscritos en el Listado Nominal Electoral (casi 68 millones de mexicanos). 

			Algunos estudiosos de la materia sostienen que el detonante para que el financiamiento público de los partidos se rechazara y criticara por gran parte de la ciudadanía es, lamentablemente, la aparición de grandes escándalos de corrupción, todos vinculados a la financiación ilegal de campañas electorales o partidos políticos (Guerrero, 2003; Griner y Zovatto, 2004). El primero de esos escándalos fue el conocido caso Watergate de Nixon en 1974, seguido por el tráfico de influencias y el sistema de sobornos de Collor de Mello en Brasil, destapado en 1991; el Proceso 8000 de Ernesto Samper en Colombia, por financiar su campaña presidencial con contribuciones de organizaciones narcotraficantes en 1995; el Chinagate de Bill Clinton en 1997, por recibir aportaciones de empresas chinas para su reelección un año antes, además del escándalo de donativos irregulares de empresas trasnacionales a la Unión Demócrata Cristiana surgido a la luz pública en Alemania en 1999. También debemos estimar en este rubro los casos Pemexgate y Amigos de Fox en el proceso electoral mexicano de 2000, así como los “Vladivideos” que evidenciaron la corrupción del gobierno de Fujimori en Perú ese mismo año; el Sponsorgate de Paul Martin en Canadá en 2004; así como el Valijagate de Cristina Fernández en Argentina ocurrido en 2007, entre muchos otros casos de corrupción política. 

			Lo que estos sucesos han demostrado es que, si bien no existe una relación directa entre el financiamiento de los partidos y la corrupción política, constantemente es el financiamiento político motivo de corrupción tanto en países desarrollados, como naciones en vías de desarrollo (Griner y Zovatto, 2004). Ejemplo de ello es la reciente elección federal de 2012 en México, en la que el caso Monex ha dejado bastantes dudas sobre la utilización de dinero de índole ilegal. 

			Pero vale la pena insistir en esta pregunta: ¿es la disminución o el incremento del financiamiento estatal a los partidos la verdadera solución a los escándalos mencionados? ¿Qué hay realmente detrás del problema público[9] que se asoma en torno al financiamiento de los partidos? En este escrito se asume que el financiamiento público es benéfico y positivo para el desarrollo de la democracia y de su sistema de partidos, tal como se señaló antes. Pero hay un problema público percibido por una mayoría de la sociedad en torno del financiamiento de los partidos, el cual, desde esta perspectiva, no radica exactamente en los montos asignados per se, sino en la apreciación social de que dicho dinero es utilizado de manera distante del interés de la sociedad, en parte por la aparición de los escándalos ya enunciados. 

			Dicho de otra manera, los partidos se perciben como cajas negras en las que las causas ciudadanas son la última prioridad. El problema, entonces, no es el financiamiento público en sí. El problema radica en la ausencia de controles de las finanzas partidistas que eviten la corrupción dentro de los partidos y garanticen una amplia rendición de cuentas y transparencia en su manejo financiero. Señala Delia Ferreira que

			el problema del financiamiento de la política pasa porque los ciudadanos comprendan que lo que está en juego no es sólo el quantum de fondos públicos destinados a la política o las cantidades que pueden incrementar la fortuna personal de los políticos. Lo que está en juego es la calidad misma de la democracia y el funcionamiento de las instituciones. La transparencia en materia de financiamiento de la política contribuye a mejorar la equidad en la competencia política, la probidad en la administración, el empleo razonable de los fondos públicos, al tiempo que aumenta las defensas de la sociedad frente a la influencia ilegítima de sectores de interés (Ferreira, 2006: 156). 

			Esa debilidad de mecanismos de control es la que constituye una de las principales causas de la existencia de corrupción en los partidos. La corrupción, en términos generales, es una transacción entre actores públicos y privados, a través de la cual bienes colectivos son ilegítimamente convertidos en bienes privados (Amundsen, 1999). Sus formas difieren en términos de quiénes son los actores, cómo se realiza y del grado en que se lleva a la práctica. Sus causas y consecuencias son complejas y diversas. Se ha tratado de explicar desde múltiples enfoques: tanto en la ética individual, como en la cultura cívica, en la historia y en las tradiciones, en el sistema económico, en los arreglos institucionales y en el sistema político (Amundsen, 1999). 

			Pero el problema que nos ocupa no es la corrupción a secas, sino la corrupción política. ¿Cuál es la diferencia entre ambos conceptos? Para Amundsen (1999), la corrupción política es un tipo de corrupción en el que, de manera particular, quienes están involucrados son los tomadores de decisiones y, por ende, ocurre en los altos niveles del sistema político. Él afirma que

			la corrupción política no sólo lleva a la desviación de recursos, sino que también afecta la manera en la que las decisiones son tomadas. La corrupción política es la manipulación de las instituciones políticas y de sus reglas y procedimientos, y por ello influye en las instituciones de gobierno y en el sistema político, frecuentemente derivando en el decaimiento institucional. La corrupción política es algo más que la sola desviación de las reglas formales y escritas, desde códigos de ética profesional y hasta decisiones de los tribunales. Corrupción política es cuando las leyes y regulaciones son más o menos violadas sistemáticamente, hechas a un lado, ignoradas o peor aún confeccionadas a la medida de la élite gobernante (Amundsen, 1999: 3).[10] 

			La corrupción política tiene diversas manifestaciones, como se aprecia en la figura 1.

			Una de esas manifestaciones de corrupción política es la financiación ilegal de los partidos, consistente en la captación de contribuciones que contravienen las regulaciones existentes. Sus fines son diversos: producir y distribuir más artículos utilitarios que los que se reportan a los órganos electorales, recibir donativos en especie que no son informados a la autoridad electoral, brindar o recibir favores en caso de acceder a un cargo público, financiar tareas partidistas y proselitistas, participar y promover negocios (legales o ilegales) desde un cargo público, comprar votos el día de la elección… No todos los fines de la financiación ilegal son ilegales, aunque sí los medios para ello, por lo cual no deja de considerarse una modalidad de corrupción política. 
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			Figura 1. Distintos actos de corrupción política.

			También las fuentes de la financiación ilegal son diversas: provienen del erario público (desvío de recursos humanos, materiales y financieros), proceden de las rentas de actividades del crimen organizado a cambio de ciertas acciones u omisiones; llegan a provenir de grupos económicos que buscan ser favorecidos una vez que el candidato o partido haya llegado al cargo (contratistas del gobierno que quieren acceder, mantener o acrecentar sus transacciones, por ejemplo). 

			Aquí se considera que la financiación ilegal de los partidos políticos es una modalidad de corrupción política, pues incide directamente en uno de los principales nodos del sistema democrático: el canal de acceso a la competencia política y al poder. Se trata de una manifestación de corrupción política, ya que quienes intervienen en ésta son los dirigentes partidistas y los candidatos que buscan llegar a cargos electivos, es decir, tomadores de decisiones y potenciales tomadores de éstas. 

			El financiamiento ilegal tiene efectos devastadores en el sistema de partidos, pues distorsiona la regla de la mayoría propia de la democracia, corroe los fundamentos de la representación política, afecta los principios de publicidad y transparencia, empobrece la calidad democrática al sustraer de la agenda pública las cuestiones que quedan ocultas, a cambio de la contraprestación correspondiente a la recepción de fondos ilegales; desencadena a su vez una serie de ilícitos para ocultar las acciones corruptas ocurridas inicialmente y, por ende, aleja a los tomadores de decisiones del interés general y del bien común (Griner y Zovatto, 2004). 

			En este libro se asume que los partidos políticos son una parte medular del sistema democrático; y que si bien las candidaturas ciudadanas comienzan a cobrar auge, su influencia sigue siendo predominante: oligopolizan el acceso al poder, definen la agenda pública, deciden sobre la vida de los ciudadanos. Así las cosas, evitar que la corrupción en su financiamiento los alcance se vuelve prioritario, puesto que la distorsión de sus fines, intereses y objetivos se traduce en la perversión del sistema de partidos.

			Debido a que el ingreso de recursos de procedencia ilegal en los partidos tiene las consecuencias ya descritas, aquí se estima que una posible alternativa —aunque no la resuelve definitivamente—, es el fortalecimiento normativo de mecanismos de rendición de cuentas y anticorrupción dentro del sistema de partidos, en tanto que éstos constriñen a la utilización racional y transparente de sus recursos, o por lo menos a que se haga más detectable o visible un movimiento de índole irregular. 

			En este escrito se asevera que los mecanismos de rendición de cuentas y anticorrupción contribuyen al uso sensato de los fondos públicos y a la eliminación de condiciones favorables para la financiación ilegal. Este trabajo se centra exclusivamente en las condiciones institucionales requeridas para evitar el financiamiento ilegal de partidos políticos y candidatos, soslayando el aspecto concerniente al uso racional de los recursos partidistas, un asunto que también es de interés para la sociedad. Sin embargo, es pertinente la siguiente advertencia: los mecanismos de rendición de cuentas y anticorrupción contribuyen a la eliminación de corrupción política en lo general y del financiamiento ilegal en lo particular, pero no la resuelven del todo, como se argumentará posteriormente. 

			Uno de los problemas metodológicos con el que nos enfrentamos es la capacidad de realizar investigación empírica en torno a nuestro tema. A pesar de ser uno de los que recientemente ha llamado la atención de la comunidad académica (OEA, 2011; Chacón, 2011; Córdova y Murayama, 2007), al igual que el estudio de la corrupción y de la corrupción política, el financiamiento ilegal de los partidos políticos es de esos fenómenos sociales que difícilmente se miden con exactitud (Del Castillo, 2003). Dada la secrecía y opacidad con la que ocurre, es difícil obtener evidencia de la realización de este tipo de actos o afirmar qué tan grande o extendido es. Arturo del Castillo señala:

			La mayoría de las veces estamos ante transacciones disfrazadas que se llevan a cabo en complejas jerarquías a las que usualmente los investigadores independientes no tienen acceso, como tampoco a las redes sociales adecuadas para recaudar mayor información o corroborar los datos obtenidos. La información con la que se cuenta es indirecta y, hasta ahora, poco sistematizada. Consecuentemente, una de las mayores dificultades en la investigación sobre corrupción ha sido la falta de una base empírica sólida (Del Castillo, 2003: 30). 

			El mundo académico ha hecho grandes esfuerzos para medir la corrupción: “los investigadores suelen optar por definiciones estrechas que permitan acotar el problema bajo estudio y, de esta manera, describir y cuantificar lo observado”, comenta al respecto Arturo del Castillo (2003: 24). Con lo anterior en mente, diversos analistas y organizaciones internacionales se han abocado a elaborar índices sobre corrupción, los cuales se integran primordialmente por medio de entrevistas a informantes previamente seleccionados, como los usuarios de servicios gubernamentales, empresarios que realizan trámites administrativos, líderes de opinión, etc. Incluso se han hecho proyecciones de lo que cuesta la corrupción en México,[11] aunque esos ejercicios remiten únicamente al cálculo de actos corruptos que los empresarios llevan a cabo frente a las autoridades para que sus negocios salgan adelante. Empero, el estudio más cercano a la materia que nos ocupa es el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC) de Transparencia Internacional.

			En su última medición, el IPC pregunta a una muestra representativa de mexicanos sobre la corrupción percibida en diversas instituciones. Ese instrumento arroja varios datos; los más significativos para este fin son dos: las percepciones de los mexicanos sobre la corrupción dentro de diversas instituciones, y el porcentaje de personas que las percibe como corruptas o muy corruptas (cuadro 2). 

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Cuadro 2. Resultados del IPC para México 2010-2011

						
					

					
							
							Instituciones

						
							
							Preguntas

						
					

					
							
							 

						
							
							1c

						
							
							1b

						
					

					
							
							Partidos políticos

						
							
							4.4

						
							
							82%

						
					

					
							
							Congreso

						
							
							4.2

						
							
							76%

						
					

					
							
							Policía

						
							
							4.4

						
							
							84%

						
					

					
							
							Iniciativa privada

						
							
							3.3

						
							
							42%

						
					

					
							
							Medios

						
							
							3.2

						
							
							41%

						
					

					
							
							Funcionarios públicos

						
							
							4.2

						
							
							79%

						
					

					
							
							Poder Judicial

						
							
							4.3

						
							
							79%

						
					

					
							
							ONG

						
							
							3.0

						
							
							34%

						
					

					
							
							Iglesias

						
							
							3.0

						
							
							38%

						
					

					
							
							Militares

						
							
							2.9

						
							
							36%

						
					

					
							
							Educación

						
							
							2.9

						
							
							34%

						
					

					
							
							Pregunta 1c: Se muestran los promedios de los resultados de la siguiente pregunta: “¿En qué medida percibe usted que las siguientes instituciones están afectadas en este país por la corrupción?”. En una escala de 1 a 5, siendo 1 no tan corrupto y 5 extremadamente corrupto. 

							Pregunta 1b: Porcentaje de personas que perciben a las instituciones como corruptas o extremadamente corruptas.

							Fuente: Elaboración propia con base en el IPC (2010-2011), disponible en <http://gcb.transparency.org/gcb201011/results/>.

						
					

				
			

			
			De acuerdo con lo anterior, el 82% de los mexicanos percibe que los partidos políticos están altamente afectados por la corrupción; 79% piensa que los funcionarios públicos están afectados por la corrupción, y 76% percibe al Congreso como una institución corrupta. De igual manera, los partidos políticos, el Congreso y los funcionarios públicos se conciben como cuerpos afectados por la corrupción con calificaciones de 4.4, 4.2 y 4.2, respectivamente, en una escala de 1 a 5, siendo 1 la puntuación más baja y 5 la más alta. Si bien estos instrumentos enfrentan problemas de validez —se sigue en el terreno de la subjetividad de los informantes—, han sido de provecho para evaluar no sólo las posiciones relativas entre entes comparables (niveles de corrupción entre países, por ejemplo), sino si las instituciones de un país avanzan o retroceden en el combate a la corrupción en una determinada línea temporal, por lo menos desde el terreno de la percepción social (Weber, 2006). Empero, no existe índice alguno que describa o indague un poco más sobre la corrupción política o el grado de financiamiento ilegal de los partidos políticos en el mundo o en México, lo cual dificulta señalar el tamaño del problema que aquí se estudia. 

			El peso de las instituciones

			El enfoque neoinstitucional es funcional para este trabajo, ya que la búsqueda del fortalecimiento de los mecanismos normativos y legales que constriñan a los partidos políticos a manejar eficiente y transparentemente su financiamiento, así como para frenar las posibles desviaciones del mismo o las incursiones de dinero ilegal, se refuerza con la inclusión de esta perspectiva. Las instituciones son la mejor vía para normar, limitar, orientar y constreñir la actuación de los ciudadanos. Como lo establece Douglass North, las instituciones “reducen la incertidumbre por el hecho de que proporcionan una estructura a la vida diaria [...] definen y limitan el conjunto de elecciones de los individuos [...]. [Son] el marco en cuyo interior ocurre la interacción humana [...], consisten en normas escritas formales, así como en códigos de conducta generalmente no escritos que subyacen y complementan a las reglas formales” (North, 1993: 14). 

			Según North, las instituciones son  formales o informales; pueden ser creadas de un momento a otro o evolucionar con el tiempo. No obstante, en todos los casos, la parte elemental del funcionamiento institucional es qué sucede ante la violación de aquéllas y su correspondiente castigo: “las normas formales e informales, y el tipo y la eficacia de su obligatoriedad determinan la índole total del juego. Como consecuencia, algunos equipos tienen éxito (lo cual les da una cierta mala fama) de violar continuamente las normas, con lo que intimidan al equipo contrario. El resultado de esa estrategia dependerá obviamente de la efectividad del monitoreo y de la severidad del castigo” (North, 1993: 14-15). 

			En la construcción de su enfoque, North realiza una distinción crucial entre instituciones y organismos: las primeras son las reglas del juego —escritas o no escritas, formales o informales—; los segundos, por su parte, son creados con un propósito deliberado, ya que son “grupos de individuos enlazados por alguna identidad común hacia ciertos objetivos” (North, 1993: 15). El marco institucional determina qué organismos son creados y cómo evolucionan; pero, a su vez, éstos determinan e influyen en la forma en que evoluciona el marco de las instituciones (North, 1993). Por ello, el análisis de North se caracteriza por identificar el cambio institucional a partir de la interacción entre organismos e instituciones: los primeros como agentes de cambio y las segundas como las reglas del juego que subyacen en una sociedad. 

			Según North, aunque el papel de las instituciones es brindar una estructura estable de la interacción humana, dicha estructura no es necesariamente eficiente, por lo que las instituciones están en constante evolución, alterando continuamente las elecciones de los individuos (North, 1993). De igual modo, North asegura que el cambio institucional se da generalmente de manera incremental:

			Aunque las normas formales pueden cambiar de la noche a la mañana como resultado de decisiones políticas o judiciales, las limitaciones informales encajadas en costumbres, tradiciones o códigos de conducta son mucho más resistentes o impenetrables a las políticas deliberadas. Estas limitaciones culturales no solamente conectan el pasado con el presente y el futuro, sino que nos proporcionan una clave para explicar la senda del cambio histórico (North, 1993: 17). 

			Las limitaciones informales ya referidas tienen un peso sustancial para North, quien argumenta que rara vez los individuos guían sus interacciones por reglas formales: “la estructura que rige [la interacción humana] está abrumadoramente definida por medio de códigos de conducta, normas de comportamiento y convenciones. Abajo de estas limitaciones informales se encuentran reglas formales, que rara vez son fuente obvia e inmediata de interacciones diarias” (North, 1993: 54). A pesar de ello, el autor considera que la complejidad de la interacción social requiere de limitaciones formales, pues una sociedad no se rige por convencionalismos o códigos de conducta: “La creación de sistemas legales para manejar disputas más complejas exige reglas formales” (North, 1993: 66); por ende, la función de las reglas formales es facilitar el intercambio, ya que, mientras más numerosos son los intereses de los actores, existen menos probabilidades de que una mayoría triunfe en dicho marco institucional (North, 1993). 

			¿Pero cómo se explica el cambio institucional? Si las instituciones dan cierta estabilidad al intercambio diario, ¿por qué ocurre el cambio en las instituciones? Al respecto, North (1993) observa que el equilibrio institucional se alcanza cuando ninguno de los jugadores considera benéfico dedicar recursos a reestructurar los acuerdos; es decir, a los actores les sale más caro modificar las reglas, por lo que prefieren mantenerse en las que han establecido para realizar el intercambio. Así las cosas, cuando a una o a ambas partes les conviene renegociar las reglas, sucede el cambio institucional. Por último, cabe destacar que el énfasis evolucionista de North conlleva a establecer que las instituciones ineficientes no sobreviven en el tiempo, mientras que las eficientes sí. 

			North (1993) brinda varias pistas para explicar el fenómeno de la financiación ilegal de los partidos políticos, ya que debe tenerse en cuenta que son instituciones formales (pero sobre todo las informales) las que emergen en el tablero. La primera de éstas nos hace suponer que es posible que no existan consecuencias graves frente a la violación a las reglas y de las instituciones que prohíben el financiamiento ilegal, por lo que la atención a dicho problema ha sido débil. La segunda es que quizá no es tan fácil lograr el cambio institucional para mejorar los mecanismos de regulación del dinero de los partidos políticos, porque los actores involucrados no están posiblemente tan dispuestos a renegociar las reglas del juego, máxime si se trata de una amenaza a su modus operandi. Y el indicio que me parece más grave es la presunción de que si la corrupción política persiste y no hay intentos de acotarla, es porque se trata de una institución informal eficiente que genera equilibrio. Estas valoraciones están presentes a lo largo de todo este trabajo, con el afán de concluir con recomendaciones asequibles y plausibles para limitar el financiamiento ilegal de los partidos. 

			Rendición de cuentas, medidas anticorrupción y partidos políticos

			Si la rendición de cuentas y las medidas anticorrupción en las instituciones públicas es reciente, la exigencia de que los partidos políticos incorporen estos esquemas lo es aún más. Sin embargo, este proceso se ha acelerado gracias a la irritación causada por los escándalos de corrupción política ya señalados, al avance del derecho ciudadano a solicitar y recibir información, así como al derecho de sancionar las irregularidades en el uso de los recursos públicos. Pero ¿deben ser transparentes y fiscalizables los partidos políticos? ¿Se viola su autonomía como agrupaciones de ciudadanos que quieren incidir en el acceso y ejercicio del poder? ¿Son los partidos políticos agrupaciones civiles de interés público susceptibles de rendir cuentas y promover mecanismos que eviten la corrupción interna? Para este efecto, se asume que los partidos, a pesar de tener características similares a entes privados, son sujetos públicos que deben ajustarse a los principios de rendición de cuentas y anticorrupción. Por ello, se coincide con Peschard cuando afirma que

			los partidos políticos son asociaciones de ciudadanos que compiten en elecciones por el poder [...]. Por el sólo hecho de participar en comicios y postular candidatos para los cargos de elección popular, los partidos políticos tienen que estar reglamentados de alguna forma por el derecho público y no solamente por el privado. En realidad, los partidos están a caballo entre el espacio de las organizaciones de la sociedad y el de las instituciones estatales y públicas, es decir, se mueven entre los espacios público y privado (Peschard, 2005: 19). 

			Además, para el caso mexicano, la “constitucionalización” de los partidos políticos mediante la reforma política de 1977, en la que se define a estos institutos como “entidades de interés público” (Díaz, 2008: 109; Guerrero, 2003: 33), deja en claro que su personalidad jurídica los distingue de simples asociaciones civiles con fines políticos o de entidades de la administración pública. Si bien se les reconoce su facultad para promover y desarrollar sus objetivos programáticos y políticos, adquieren una responsabilidad administrativa sobre los recursos que manejan, lo que se traduce en “la obligación de rendir cuentas, transparentar su gestión y administrar sus recursos de forma racional” (Zorrilla, 2005: 77). 

			A pesar de que los partidos políticos en su esencia se consideran organizaciones privadas o civiles con fines públicos, es un imperativo que rindan cuentas y eviten la corrupción en la totalidad de los recursos que manejan, no sólo de los recursos públicos que reciben. Sin embargo, conviene advertir que el fortalecimiento del acceso a la información pública, así como de la transparencia, la fiscalización y las medidas anticorrupción, se traducen en instrumentos que colaborarían para que sus medios y fines se conduzcan con apego al bien común y no a intereses ajenos a éste. Empero, la aplicación de esos mecanismos no los hace los únicos instrumentos ni los más eficaces para esos fines, como lo sugiere Douglass North: 

			Aunque las normas explícitas nos ofrecen una fuente básica de materiales empíricos por medio de los cuales podemos someter a prueba el desempeño de economías en diversas condiciones, el grado en que estas reglas tengan relaciones únicas de desempeño es limitado. Es decir, una mezcla de normas, reglas y características informales de cumplimiento obligatorio define simultáneamente el conjunto de elección, así como los resultados en cuanto al éxito. Por consiguiente, considerando únicamente las reglas formales, tendremos una noción inadecuada y a menudo equívoca de la relación entre limitaciones formales y desempeño (North, 1993: 75). 

			Para los fines de este trabajo, la mejora de los marcos normativos de rendición de cuentas y anticorrupción se toman como uno de los medios más acabados y útiles para acotar el financiamiento ilegal de los partidos en el contexto de nuestro sistema democrático, pero conviene reivindicar el carácter multidimensional del problema público: no es suficiente eficientar las leyes; tampoco lo es exigir mayor aplicabilidad de los castigos por las violaciones a las reglas. Para una comprensión integral del problema (y de sus soluciones) se requiere incorporar el análisis de la cultura política y los valores cívicos en torno a la corrupción. También es importante revisar el grado de aplicación de sanciones cuando se detectan las irregularidades; saber si cuando se viola la norma se tienen consecuencias graves o no. De igual forma, se requiere tener datos más objetivos acerca del tamaño y extensión del problema, sobre el grado al que asciende el financiamiento ilegal de los partidos. 

			Por último, se tiene que ahondar en el estudio de las reglas que mejor incentiven la cooperación de los actores para tener el comportamiento esperado, pues al ser los partidos políticos mismos los que a través de sus legisladores se imponen las reglas que los regulan, se antoja complejo lograr el cambio institucional deseado. 

			Objetivos de la investigación

			El tema central del presente estudio es el análisis del marco legal de rendición de cuentas y anticorrupción en el sistema de partidos de México para acotar el financiamiento ilegal, ello con el fin de evitar la distorsión del sistema democrático. Concretamente, se busca revisar el estatus actual de los instrumentos de acceso a la información pública, transparencia y fiscalización, así como las previsiones legales para evitar la corrupción en la financiación de los partidos políticos y sus actividades. Una vez reconocida la debilidad o fortaleza de las disposiciones legales en la materia, éstas se contrastarán con las recomendaciones de los expertos, con el fin de desprender una serie de propuestas de política para eficientar la rendición de cuentas y el combate a la corrupción en el sistema electoral mexicano. También se revisará por medio de cuáles instrumentos se sancionan las infracciones y los delitos electorales, así como el grado de su aplicación real. 

			Un aporte innovador de este documento es la incorporación de los mecanismos subnacionales de rendición de cuentas y anticorrupción de los partidos políticos. Mucho se ha analizado y discutido sobre el financiamiento público que los partidos mexicanos reciben desde el presupuesto federal, tanto de las repercusiones de su existencia, como sobre las fórmulas de asignación y los mecanismos de rendición de cuentas de los casi tres mil doscientos millones de pesos que reciben al año (Alcocer, 1993; Aparicio, 2006; Aparicio y Pérez, 2008; Chacón, 2011; Jiménez, 2002; Huchim, 2008; Chuayffet, 2002; Figueroa, 2007; Santiago, 1996, y 1998; Plasencia, 2002; Tépach, 2007; Fernández, 2011; Guerrero, 2003; Márquez, 2011; Zorrilla, 2005). 

			En cambio, el financiamiento de orden local que asignan las entidades federativas de México a los partidos políticos —cercano a los dos mil millones de pesos, equivalente al 60% de lo que reciben a nivel federal—, incluidas sus fórmulas de asignación, los mecanismos de rendición de cuentas y las medidas anticorrupción, han merecido poca atención. Esta afirmación se comparte con el último informe de la OEA al respecto, al señalar que la dimensión subnacional ha sido poco tomada en cuenta (OEA, 2011). Quizá porque se trata de un fenómeno que aparece en nuestro país a partir de la reforma electoral de 1996 (Astudillo y Córdova, 2010; Díaz, 2008); quizá también porque se asume que el nivel de avance de la democracia federal se traduce espontáneamente en democracia local. Lo cierto es que el financiamiento subnacional de los partidos políticos ha recibido poca atención en la literatura académica.[12] 

			De manera particular, este texto busca responder a las siguientes preguntas: ¿cuáles son los principales mecanismos normativos de rendición de cuentas y anticorrupción de los partidos políticos en México? ¿Cuál es la relación que estos mecanismos guardan con las recomendaciones de expertos mexicanos y extranjeros? La aplicación de estos mecanismos, ¿garantiza y constriñe el correcto uso de los recursos públicos y previene la incursión de dinero ilegal en los partidos políticos de manera satisfactoria? 

			La hipótesis de este trabajo es que los mecanismos de rendición de cuentas y anticorrupción establecidos en las leyes electorales y las leyes de transparencia de nuestro país —particularmente las locales—, están lejos de los estándares marcados por las recomendaciones de expertos, toda vez que no generan incentivos negativos suficientes para evitar ciertas conductas nocivas, ni incentivos positivos adecuados para promover comportamientos virtuosos dentro de los partidos. Ello seguirá siendo así en tanto que los mecanismos de rendición de cuentas y anticorrupción de los partidos políticos estén sujetos a la negociación de las fuerzas políticas, quienes las aprueban, reforman y derogan en el Poder Legislativo respectivo; es decir, debido a que quien diseña los mecanismos para regular a los partidos políticos es, al mismo tiempo, el sujeto regulado, se incentiva que tanto la incorporación en la ley como la aplicación efectiva de esos mecanismos sea ambigua. El problema se incrementa porque no hay escrutinio público del proceso de negociación ni de los resultados de ésta. También es posible que el castigo a la trasgresión de los ordenamientos en materia de financiamiento ilegal sea débil. 

			Esta hipótesis se presenta bajo el enfoque referente al proceso mediante el cual las políticas públicas se discuten, aprueban e instauran, tal como lo advirtieran Stein y Tomassi (2006),[13] quienes afirman que tan importante es el contenido de la política pública en sí, como lo es su proceso de diseño, negociación y aprobación. Ellos invitan a no ignorar el vínculo entre el proceso político y el proceso de formulación de políticas, así como a analizarlo desde las características de las políticas públicas: estabilidad, adaptabilidad, coherencia y coordinación, la calidad de implementación y ejecución, orientación hacia el interés colectivo y eficiencia (Stein y Tomassi, 2006; Spiller, Stein y Tomassi, 2003). 

			Metodológicamente, esta investigación propone, en primera instancia, realizar una revisión de la literatura académica sobre diversos aspectos del dinero en partidos políticos, particularmente sobre su financiación ilegal. De igual forma, se hará un análisis de los estudios más relevantes sobre corrupción política y financiamiento de los partidos en México, así como de la evolución del marco normativo de rendición de cuentas y anticorrupción en la legislación electoral del país. Ambos ejercicios permitirán presentar una síntesis de las principales recomendaciones elaboradas por expertos de corte nacional e internacional.

			En tercer lugar, a la luz de estas recomendaciones, se buscará construir un conjunto de indicadores de evaluación del cumplimiento de aquéllas frente a las leyes electorales —y en su caso en las de transparencia— del orden federal y local del país. Estos indicadores se confrontarán con lo que los ordenamientos mexicanos observan para los partidos políticos, con el fin de analizar las condiciones institucionales que permiten o abren espacios para las prácticas de corrupción en los partidos políticos. De igual manera, se revisarán los instrumentos mediante los cuales se sanciona la violación a la ley en materia de financiamiento ilegal, ya sean infracciones administrativas o delitos electorales. 

			Después se hará un análisis de los hallazgos más importantes, para luego concluir con algunas recomendaciones de política que permitan enfrentar el problema del financiamiento ilegal de los partidos políticos.
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Figura 1. Distintos actos de corrupcién politica.
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